
LA INTERVENCION PREVIA DEL INDECOPI 
EN EL PROCESO PENAL: 

UN MODELO PARA DESARMAR 

Uno de los principales problemas estudiados por 
el derecho penal económico1 consiste en establecer 
la relación, límites e idoneidad de las regulaciones 
administrativas y de derecho penal dirigidas a 
proteger el modelo económico promovido por el 
Estado2

• 

En el ámbito nacional, esta temática ha cobrado 
actualidad desde la creación del Instituto Nacional 
de Defensa de la Competencia y de la Protección 
de la Propiedad Intelectual (INDECOPI), encar­
gado de investigar y sancionar las prácticas 
monopólicas y de competencia desleal, así como 
las que atentan contra los derechos intelectuales y 
de los consumidores, entre otras. Estos actos, 
además de constituir ilícitos administrativos 
configuran en muchos casos conductas delictivas 
sancionadas por el Código Penal. 
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De este modo, pueden plantearse, por ejemplo, 
interrogantes acerca de los límites entre el ilícito 
administrativo y penal, o sobre la vinculación entre 
las resoluciones administrativas y las sentencias 
penales. Sobre esto último, la resolución bajo 
comentario contituye, a partir de la instauración 
del INDECOPI, el primer precendente en la 
materia. De ella sólo abordaremos sus aspectos 
procesales. 

l. ¿QUE SUCEDIO? 

l. En marzo de 1993, la División de Investigación 
de Delitos Económicos de la Policía Nacional del 
Perú intervino los establecimientos de las empresas 
<<E. Wong S.A.» y <<Metro>>, por considerar que estas 
entidades venían comercializando ilegalmente 
azúcar importada de Guatemala y Estados Unidos. 

~•·•S6bt~·el.conc[pt~.~éas1 •. : •. fiedemann,.Kl~hs•.••;oder.e~on6~ko.y.delit~;.{Introd~cc~6~··al •• derech1.ec~~6~il~.;.~e·ía.e¿~~é~~). 
Tr~d~cd()n deAmeHa Mantilla villegas, 1" ed. Ed; Ariel. Barcelona; 1985; Pg. ·lOy ss; En ladoctrin~ nadon¡¡;h Ill'~rn()~t';J\'rias 
T?rres/ Luisf', I:)eli~qs •ect:}nómkos•yl?iettjurídico. En.: I us E t. Ve.ri tas, N" 5; .Año 3 i1992. Pgs •. g~ y ss. Migue!Baj(l fT~4é~ 
(Martuiti ?e derecho penaL Parte especi<tk ~li~os patrimorliales y ecomSmícos. 2" ed. Ed, CE!ntro de E$ttidíos Ra,mó~ .'\fel!~· 
M~9J:'i?-~}989. Pg!>.394.y395)es~}?le@Un C(l~Ceph~ estricto y uno amplío de derechopemiJeconómü:o, En sentido estricto e~ él 
ConiV.?to #eriom1~1iÍU1di~Qpena(es ql,le priJt~~~ elordime('Ul1Ó~ic9.entendído COmo reg¡xl~ción j~rípi"(l ~~~lrt~r,~nq~m~~ 
est!\~a¡ e?la ecor191túa. A• ¡:i~rUr· d~ este ~9nceptu. elco~tenido. del ~en~ch()penal econó1ny:o ~e liWi t;¡.. a le#>. !ielq<:~s <'!~~ at.~nt~ 
~~litra ~., ft)~mMií)tt de. precios, ~o~. ~~Htos m~net;¡.~ios; . e}con~ra9an!fp y el delito. fi~C<t~~· Pli! ()tro}a<i9< so'bre 1~ páse a~ lo~ 
e~tüdio~ áimit1plógicps,se.~. el¡¡;Jmratl<:~ \l.tlSOn~~ptll <!t't"IPlio. de gerecJ:Io·penal. e<;.9n(Hrticop;¡.r!\·ín.düir al ;:onjunt(lii,eno.~~.as 
í~l'f~icope~~es qtJ.~Pn)teg~ el9r4en ~c?1"1,9Mico ~n.ten(¡~d.o co~p regul;¡.dónJ~dic¡¡; qel~pl'gdru::ciqn.~~trihucí~p xso~~# 
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La ilegalidad se debía a que el producto era en­
vasado por la empresa Deperza S.A., ubicada en 
Lima, en bolsas que no consignaban la cantidad, 
calidad ni procedencia, situación que generaba 
error entre los consumidores. Adicionalmente, la 
mercadería no contaba con el timbre o precinto res­
pectivo, pudiendo inferirse de ello la existencia de 
evasión tributaria. 

2. En mérito al atestado policial, el 6 de abril de 
1993 la titular de la Cuadragésimo Sétima Fiscalía 
Provincial Penal de Lima formalizó denuncia con­
tra los representantes de dichas entidades, señores 
Efraín Wong Lu y Juan Carlos Justo Espinoza por 
la comisión de los delitos de publicidad engañosa 
(artículo 238 del C.P.) y comercio clandestino (artí­
culo 272 del C.P.), en agravio de los consumidores 
y del Estado respectivamente. 

3. El 12 de abril, la Comisión de Protección al 
Consumidor del INDECOPI expidió la Resolución 
N" 001-93-INDECOPI/CPC, disponiendo iniciar 
de oficio acción administrativa contra la Empresa 
WONG S.A. por los hechos anteriormente des­
critos. 

4. En sede judicial, la Juez Penal resolvió el15 de 
abril devolver todo lo actuado al Ministerio Pú­
blico, entendiendo que se había omitido el requisito 
de procedibilidad previsto en el artículo 16 del 
Decreto Ley 258683

, por lo que al amparo del ar­
tículo 4 del Código de Procedimientos Penales4 

declaró fundada de oficio una cuestión previa. 

5. La Fiscal Provincial interpuso el 20 de abril 
recurso de apelación contra la citada resolución. 

6. Elevados los autos, el 13 de mayo, el Fiscal 
Superior dictaminó por que se confirme el auto 
apelado. 

7. El 7 de junio, la Décima Cuarta Sala Penal 
Superior de Lima confirmó todos los extremos de 
la resolución de la Juez Penal. 

8. Aunque no constituye un antecedente pro­
piamente dicho, el 7 de julio, la Comisión de 

Protección al Consumidor del INDECOPI declaró 
infundada la acción administrativa iniciada de 
oficio contra la empresa E. WONG S.A. El con­
siderando N" 11 señala que no resulta de aplicación 
el artículo 238 del Código Penal, siendo im­
procedente el inicio de un procedimiento penal. 

11. ¿COMO RESOL VIO LA SALA? 

Este es el fallo de la Décimo Cuarta Sala Penal 
Superior de Lima : 

«EXPTE/ N" 208-93 
SS. CASTELLARES CAMAC 
ARDILES OCHOA 
GUTIERREZ MAGALLANES 
RESOLUCION N° 619 

Lima, siete de Junio de mil novecientos noventitrés 

AUTOS Y VISTOS; vista la causa en audiencia 
pública, interviniendo como Vocal Ponente el 
doctor Castellares Cámac en aplicación de lo 
dispuesto por el inciso segundo del artículo 
cuarenticinco de la Ley Orgánica del Poder Judicial; 
de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Fiscal 
Superior a fojas cuarenticuatro, y ATENDIENDO, 
además : Que, tanto el Decreto Ley veinticinco mil 
ochocientos sesentiocho-Norma legal que regula 
la Organización y Funciones del Instituto Nacional 
de Defensa de la Competencia y de la Protección 
de la Propiedad Intelectual-INDECOPI y el Decreto 
Legislativo número setecientos sesentiséis (sic), 
sobre Protección al Consumidor, han sido dis­
posiciones legales, que han sido promulgadas con 
mucha anterioridad a la comisión de los hechos, 
en efecto el primer dispositivo legal, data del mes 
de Noviembre de mil novecientos noventidos, en 
tanto que el segundo es aún anterior, Noviembre 
de mil novecientos noventíuno; que siendo así, la 
División de Investigación de Delitos contra el 
Orden Económico de la Policía Nacional, ha obvia­
do el trámite previo a que se refiere el artículo 
dieciséis del Decreto Ley citado concordante con 
el artículo veintitrés del mismo dispositivo, este 
último que faculta a la Comsión de Protección al 
Consumidor, velar por el cumplimiento de dicha 

~~~i~~l~i~~~~~~;,~at~~~;:~~~~~rm~w2o~;n;,~ 
Par~ ef(Jc~os de!(!s dispu~t? eri el pr~5ente [)e?reto.Léft.se. ett~iende qué queda agotadahl.ví~ admit1is~l'ativf!: ~o~arri~ttt~.·· 
cuand<rlie .o~tíenel~t corresp~l\~iellteresoluieiót•delTti~~~Lde J?efensa• &e}a Comp~~ncía i.4e la.J?r()pie~~g ~ntel~~tt~,al:~· • •·· 
~···.·~~a··~orma •. es~bleJ··q~e•••:··;S~1ltra •• la .• Acción.ren~t··~ueden···prom9yerse•;•·a) •. Cuestio~es··Prevíás· ....••• Las·~:es~ones •. P~vfls······ 
proi:;e4en ~uand()no c~:mc~rr~tUl teq~~i to d~ l'~ocedibilid.~tdy P:l1e4et1J? lantearse.enC1la,lquier estado de laca usa o re~lyel"!>e · .• 
deofído~ · · · · · · · ··· · .· · · · . .. · ... 

srse decl~ra f\tn4~4a; se anu!al-á t~dql() ~~~~ad64án~~se po~~opresen~ada la a~n~~j~;~.;, .• 
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norma, entre otros, sobre rotulado en el envasado 
de productos, corno es el caso presente, rotulado 
que debe contener las precisiones pertinentes, 
respecto al origen del producto y otros, que 
además, la norma (artículo dieciséis del Decreto 
Ley número veinticinco mil ochocientos 
sensentiocho) precisa que «no podrá recurrise al 
Poder Judicial, mientras no se en-cuentre agotada 
la vía administrativa>>; que siendo así, la Comisión 
de Protección al Consumidor, ha expedido la 
Resolución número cero cero uno-guión 
noventitrés-INDECOPI/CPC, de fecha doce de 
Abril último, al tener conocimiento de la situación 
creada en relación al azúcar de pro-cedencia 
extranjera, importado por la Empresa «E. WONG>> 
Sociedad Anónima, disponiendo iniciar de oficio 
el procedimiento Administrativo per-tinente en 
contra de la citada Empresa, por presunta 
infracción a las normas de rotulado en el envasado 
del referido producto (fojas veintisiete); que siendo 
así, procesalrnente dicha situación constituye la 
falta de un requisito de proce-dibilidad, a lo que 
se agrega que en autos, no aparece aún, el resultado 
final de la citada acción administrativa, por lo que 
debe confirmarse la resolución venida en grado, 
FUNDAMENTOS, por los que, CONFIRMARON 
: la resolución apelada de fojas veinticuatro, su 
fecha quince de Abril del año en curso, que 
DISPONE se devuelva todo lo actuado al Despacho 
del Señor Represen-tante del Ministerio Público la 
denuncia penal for-mulada contra Efraín Wong Lu 
y Juan Carlos Justo Espinoza, a fin de que proceda 

con arreglo a sus atribuciones. Notificándose y los 
devolvieron .->> 

111. EL PROBLEMA. 

La Sala estableció que no es posible iniciar una 
acción penal, por delitos relacionados con materias 
de competencia del INDECOPI, sin que previa­
mente se haya agotado la vía administrativa. Para 
ello, consideró que el artículo 16 de la Ley de Or­
ganización y Funciones de dicha entidad establece 
un requisito de procedibilidad cuya omisión da 
lugar a una cuestión previa. 

Sin embargo, considerarnos que esta resolución no 
sólo no tornó en cuenta las múltiples posibilidades 
de interpretación que ofrece el derecho comparado, 
sino que tampoco tuvo en consideración la le­
gislación nacional vigente sobre la materia. 

1. Se trata de bienes juídicos difusos. 

Uno de los puntos en discusión para la dogmática 
y la política criminal es el relativo a la carac­
terización de los bienes jurídicos en el ámbito del 
derecho penal económico. Ello está ligado a la 
discusión existente en tomo a los llamados bienes 
jurídicos o intereses difundidos o difusos5 los 
cuales se relacionan con el funcionamiento del 
sistema y están al servicio de las bases de la 
existencia del rnisrno6

• 

5 Al re~pect(); Manuel Loza,nO. fUguerl.) y Pinto {La pr()tección procesal deJo!> intereses difusos.lntereses delÓs cons1JffiidÓ!"~s, 
ecológicos,urb.m:isticos, elacceso a laR. T. V: Madrid, 1983.Pg. 155)señalaqueel interés <llfu$() es E;llirlterés de un suj.eto 
jmídico en <:\tanto compartido -expandido~ o compartible •expandible· pqr una universalidad, grupo, categoria,dase Ó género 
de los mismos; cuyo disfrute,ostentadón y ej erdcio son .esencialmente homogéneos y fungib~es, y que adolece de estabilidady 
coherencia en su vinculación subjetiva, asicomo de concreción normativa orgánica~ sus tutelas !llaterüil y procesaL De otro 
lado, Dante Barrios De Angelis (ln trod ucdón al estt.tdio delproc~~ La psicología y la sociología del p~oceso, El Ombudsm.an; 
La defensa de los intereses difusos; .Ed. D~palma. Buenos Aires, 1983. Pg. 127) expresa que la caracterí!>ti:Ca central de los 
interesesdifusos es que correspol'lde. a .un grupo indetenninadod~ personas·. En la. d(!Ctrina .na~ion<~h v~se : Anden¡pu l"uerlas, 
Maria Gabriel a~ Intervención del Ministerio Públko en la defe~sa del derechq al ambi~n~e, Té~is. ~-r; San Martín de P()rres. 
Lima, 1991. De Jra~egntes G~anda .. Derecho· y cpntaminació~~ Linl~, .l988,.pa resp~ns~bilidad eivil e)ttracont~;lctual. PYCP • 
Líma1 1988. GrafM~aga,SilVina. Laresponsabilidaddvil ambiEmtal>' k tutela de !oii intereses col~ctivps i Aspe~ to~ sustantivos 
y pmcesales; Tesis. PUCP. Lima, 19.88. Payet, Jorge . .La respon$al:midad por productos defectusos .. PU<:;P;Uma~ 1990: · · · 

6. ·.aust~ Ramírez·,Juan. ·Manu~·de.d~re~v.;~l.Patte.·especial .. 4aed .. Ed' A riel. Barcelona, 19~1·.·Pg.5belini$mo, .. Persp~ctivas 
ac:~ahis del derecho penal e<;on?mico. En : R1wísta Peruana. ¡le Ciencías Penal e¡¡. N'' l,AñqL Ed; C:u~~o, Lima, 1993~ Pgs. 65 y 
ss. Este.autor distingue los •bienesjwi<\icosreferidos alas bit ses de}aexistendadel siste!lla, de aqueUos. q,u~ están en conexipn 
con el rundpnamiént() del mismo. Lo~ primeros sqn lps .que tl"adici()r¡almenté han ~ido llamados ):li~~W~Jurí<:liNs individuales. 
hwiden en las re ladones micr()sociales, como es el caso. de la • vi~a humana, la • ~Lttd individual o !<;~libertad; Sin ellos no es 
~il;)le la. eJdstenqa de. ningún siste!llMlociat• En catl\~io, l9;s re1acioJI;l4os C(Jn el. funci9:l"lN1'i~nto d.eli>istem,ainciden en• tas 
te!~c~~rté$ .!llacr?$?dales; AOJl\0 f!S el Cai!o<ie~ amb~ente,la fe publica (Jla Hbrf! cmripe~en,cia, §fu eUps; ei sis~~tl\a ruede fl~~~tir, 
pefn: no funciona, o ~i~ •lPh¡t<:e defectttosarnente~ .•• ElJgs e~~ al ~~,'viejo de.·la~ b¡~ses 4e exi~~eripia·.d~J s:ist~p;ta•(y.id;a, salu.d 
iilA~yi#~~)' ip;t~Hcan una activida~ de intervend9n rapl ~o1;re~r las <ll~fun,ci~nes ~e:! sist~rna 9 Pilra, perfeccionarlO:' En. ~Me 
()f~n de idea~. el attror distingue·.tre~ püego¡¡~as del:li.enes l~r~dí!:(J~>institu.cionales :Jos cotes~ív~s, l()sJn~ti.t~cior¡ale~ y lo!! <le 
cc_mtro),Lp~~lito$ e<:()nómioosatentan sontral()S qienes juridic?S iiisüttldonal()S colectiVQStC()t;lodd9St;l~b~én como intereses 
soci~hs~pr!lindivid~ale~r(V éase [Tieq~man~~ Klaus.peccj()nes de d.eréf~o pella! econótl\tco. ~9' 32) ;.~sJO$ bietWSS()lecti\'~ se 
C~radeti.zan por estar en coneilión •Con.las COndicipnes indispens¡;¡bles ·.para q~é .se .den la~ basé de la eXi~tf!nCÍiii • del Sjste~a~ 
cj)tl\() su.ced,e con él arnbiente,la calidad; del con$umo,1a libre ~Q!llpetencia, til políti~a de ingresos y e~resp¡¡ del E~tadi;)~Está~ 
pte!!tlntll!s ~n (Ptn:ia «>nstante. en el queh~E.:er <:otidiano de cada uno de .lps .sujetos y Sfup9sen 'l~e. é~te .sé inte$ra" Su:afe~ción 
i:n'J:PiM ~l. d~:~~>al"foHo re¡j.l y efectivo de l~ viua,Ja li~lud in<llviduaklahbertad; et~. . . . .... 
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Ahora bien, la gravedad de su afectación reside en 
la dañosidad social. En efecto, la circunstancia de 
que involucre a grandes números de personas, por 
una parte, y, por otra, que ello en muchos casos 
sea de modo permanente, hace que los costos so­
ciales generados sean inmensurables. 

Adicionalmente, las características propias de estos 
intereses y las de los actos que los vulneran7

, hace 
que los mecanismos de protección tradicionales, 
creados para tutelar bienes jurídicos de distinto 
orden, evidencien una indiscutible inficiencia. Ello 
ha motivado que en la actualidad se vengan re­
visando los instrumentos jurídicos penales y extra­
penales del derecho sustantivo~ y procesal9 a fin 
de potenciar el enfrentamiento de las conductas 
lesivas de bienes jurídicos difusos. 

2. Derecho Penal Económico Criminal y 
Contravencional. 

En este sentido, la Política Criminal viene eva­
luando la conveniencia de contar con un derecho 
admi-nistrativo sancionador de las conductas que 
afectan intereses difusos relacionados con el orden 
económico. Este derecho es conocido también como 
derecho penal administrativo o derecho penal eco­
nómico contravencional. 

En el derecho comparado las propuestas son 
múltiples, pudiendo diferenciarse dos grandes 
modelos. De un lado, un modelo unívoco que 
canaliza la protección a través de un único sistema 
de control, sea este administrativo o penal. Quienes 
avalan este modelo creen que para la tutela de estos 
bienes jurídicos es suficiente recurrir a un sólo 
sistema, el cual deberá ser potenciado por el Esta­
do. 

... . ......... . ......... ...... . 
7 MuchosdeeHossofi~~icad.q~p()telaVal\ó.:!t~ci:J,qlógico. 

Por otro lado, el segundo modelo acumula la 
intervención administrativa y el control penal, 
aunque estableciendo diferentes relaciones entre 
ambos. Dichas relaciones van desde la afirmación 
de la absoluta autonomía entre ambos controles, 
pudiendo inclusive coexistir soluciones contra­
dictorias, hasta el establecimiento de una relación 
de dependencia en la que por ejemplo no es posible 
iniciar una acción penal si no existe una resolución 
administrativa sancionatoria. 

El sistema peruano, conservando matices propios, 
se inscribe dentro de este segundo modelo. 

Por nuestra parte, somos escépticos de la eficiencia 
del sistema penal en la tutela de estos intereses10

• 

Sin embargo, consideramos que el derecho penal 
económico criminal presupone la existencia de un 
derecho penal económico contravencional. El es­
tablecimiento de delitos económicos sin la exis­
tencia anterior de organismos de control admi­
nistrativo que refuerzen el control penal, no 
resultará siendo cosa distinta que un recurso 
puramente demagógico y contrario a los principios 
de un derecho penal moderno11 de mínima 
intervención. 

3. El modelo peruano. 

La caracterización del modelo nacional la 
realizaremos a partir del caso analizado : 

3.1 En cuanto a los delitos denunciados, el Código 
PenaP2 tipifica el delito de publicidad engañosa en 
el artículo 238, sancionando al que por medio 
publicitarios hace afirmaciones falsas sobre la 
naturaleza, composición, virtudes o cualidades 
sustanciales de los productos o servicos anun-

~. En el .. á~bito p~J,.pbr. ejett\~l~,.s~.~i~w;.~~nd~ .• en ·~~·.posib1h~~d··de.inclurr f¿nnul~s. de resp~nsa~tli:~d •• obj~va.,·i~a~r~ 
la respon~>abihdad p~nal de la!> p~¡;~asjuddJcl:l.$; entre qtras reformas' · .· . · · · · · · · . 

. :.:·· .. .· ....... ·.· .·.·... . . . . .· .. · .· .. . . . .. .. .. . .·· •.. . · .... . 

9 
.. Se .• vtene · proponiendo···la···li\C~~~t~~ió~···de •• yí~.~··procesal~s•.coJ11~ .• la.•.''.dass. actions»,.•la·.•~puklic .• irlter.~t •• áctíori»1.la• ~·~latÓr 
actioni>~;a$l com() :nueva~ te~t~l.mii.d?l:)~~ ~n f~yor ti~l_Minist~rio Pt~J:')lic(}; el l)efe~r defPÜebloyJ~s Organj2:aciot1es. de 
Chida\'ianp$: l'<~Iítlii~nse}1.a f>\()W.i~S~éJJ"- iiTt?Hac~9n~ec.t<ls%i~~tlq~ d~ opotj:ul).ida'dp~oces<tll:i•finde favorééerlas $0ltidones 
f~~atqtiíi$paJ'ala~t ~ÍdÜfláS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

10 ·~d~~ás •• d~··l:··raz¿~~. éx~u~tE ·~~r.•la··~~l~h6l?giá··~tic;··~ar:··demó~~kar•••qh~·el···sisteri\a. J~~¡l •• e$··~el~~tivo •. Y .•. favo~~~··la 
impunidad d~ la ~Hnc~endad~ <·~uel!9b~a~ó,,ér~Hsts ~~Qri~$i~od~lch!reiihol16 fav&rece.e!Uso ~~l ~ist~fl'a ·pel:)iitl ~ri la 
t~telad~ int~teSt!sdif~sos por tratarse·.de *t1 c~n~t&l~x~p?st de i~~9a#va est~taLVé~se. : ~~ll~r~,· Alfry!~o~F~nséj!a, Yasrymt~. 
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ciados, capaces por sí mismas de inducir a grave 
error al consumidor. De otro lado, sanciona como 
delito tributario, en el artículo 272, el comercio 
clandestino. 

3.2 Ahora bien, la defensa de los intereses de los 
consumidores no sólo opera a través del sistema 
penal, sino también mediante el derecho admi­
nistrativo, a través de dos normas que regulan, de 
un lado, la publicidad en defensa de los consu­
midores13, y, del otro14

, los derechos fundamentales 
del consumidor y las obligaciones del proveedor 
de bienes y servicios15

• Esta última norma señala, 
en el artículo 39, que los proveedores que violen 
las normas establecidas en dicha ley serán 
sancionados administrativamente sin perjuicio de 
las acciones civiles o penales a que hubiere lugar. 

De ello puede concluirse que la acción penal por 
delitos contra los derechos de los consumidores 
es, bajo este régimen, absolutamente independiente 
de las acciones que puedan iniciarse adminis­
trativamente. 

3.3 Sin embargo, posteriormente se estableció que 
el control y supervisión administrativos del 
cumplimiento de las normas señaladas en el punto 
anterior quedaba a cargo del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Protección de 
la Propiedad Intelectual (INDECOPI)16

, entidad 

administrativa del Estado dependiente del 
Ministerio de Industria, Turismo, Integración y 
Negociaciones Comerciales Internacionales. 

Es de destacarse, para efectos de nuestro análisis, 
que el artículo 16 de la Ley de creación del 
INDECOPI establece que «en los asuntos de com­
petencia de cualquiera de los órganos funcionales 
del INDECOPI, no podrá recurrirse al Poder Ju­
dicial en tanto no se haya agotado previamente la 
vía administrativa>>, entendiéndose que el ago­
tamiento opera con la resolución del Tribunal de 
Defensa de la Competencia y de la Propiedad 
Intelectual. 

Lo dispuesto en dicha norma no significó otra cosa 
que un cambio en la relación existente entre lo 
resuelto en sede administrativa y las resoluciones 
judiciales. Para el inicio de la acción penal resulta 
necesario agotar la vía administrativa. 

3.4 Un mes después, la Ley General de Propiedad 
IndustriaJ1 7 estableció en su Segunda Disposición 
Final que antes de iniciar la acción penal por los 
delitos a los que se refieren los artículos216 a 22018

, 

222 a 22519
, 23220 y 238 a 24021 del Código PenaF2

, 

el Fiscal deberá solicitar el informe técnico del 
INDECOPI, el cual debe ser emitido en un plazo 
de cinco días y deberá ser apreciado por el Juez o 
Tribunal al resolver. 
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Por tratarse de una norma especial y posterior, 
debe entenderse que en la investigación de los 
delitos señalados anteriormente resulta suficiente, 
para iniciar una acción penal, el informe técnico 
del INDECOPI. Fuera de estos casos será necesario 
agotar la vía administrativa tal como dispone el 
artículo 16 del Decreto Ley 2586823

• 

Hasta aquí, entonces, subsisten dos regímenes : uno 
especial que es el de la 2" Disposición Final de la 
Ley General de Propiedad Industrial y otro general 
que corresponden al del artículo 16 de la Ley de 
Organización y Funciones del INDECOPI. 

3.5 Por último, sólo dos días más tarde, de modo 
más amplio pero similar, la Ley sobre Represión 
de la Competencia DesleaF4 estableció en su 
artículo 32 que antes de iniciar la acción penal por 
los delitos a que se refieren los artículos 16525,19026

, 

19F7
, 216 a 22028, 222 a 22529 y 238 a 24030 del 

Código PenaP1
, en lo relacionado con la materia 

de dicha ley, el Fiscal deberá solicitar el informe 
técnico del INDECOPI, a emitirse también en cinco 
días y que deberá ser valorado por el Juez o Tri­
bunal al resolver. 

De esta manera, se incorpora un nuevo régimen 
especial, aplicable a los delitos señalados en el 
párrafo anterior, siempre que estos ilícitos se 
relacionen con la Ley de Represión de la Com­
petencia Desleal. 

3.6 Ahora bien, aunque de inicio pudiera ofrecer 
dudar, se expidió luego el Decreto Supremo No. 
03-94-ITINCP2, el cual dispone en el artículo 3 que 
la competencia de la oficina de Derechos de Autor 

del INDECOPI, "no es óbice para que los inteesados 
opten por recurrir en los asuntos que constituyan 
presunto delito, directamente a la vía penal. 

Con ello, no se establece ninguna excepción más al 
cítado régimen general. Lo cierto es que concuerda 
tanto con la Ley No. 26017, como con la Ley No. 
26122, en el sentido de que ambas permiten recurrir 
a las partículares a denunciar el hecho ante la Fi 
scalia sin necesidad de agotarse la vía admi­
nistrativa, pero el Fiscal no podrá denunciar ante 
el poder judicial sin el informe previo del INDE­
COPI. 

En buena cuenta, el Decreto Supremo sólo desa­
rrolla un aspecto nolícito en dichas Leyes, la po­
sibilidad de los particulares de darle al Fiscal la 
"notita crimmis" 

3.7 En síntesis, el marco normativo vigente esta­
blece un régimen general y dos casos de excepción 

El regimen general esta regulado en el artículo 16 
del Decreto Ley 25868, y se aplica a los delitos no 
señalados en la: 2" Disposición Final de la Ley de 
Propiedad Industrial ni en el artículo 32 de la Ley 
de Represión de la Competencia Desleal. Este es el 
caso, por ejemplo, de los delitos de acaparamiento 
(artículo 233), especulación (artículo 234) y 
adulteración (artículo 235), en los que para iniciar 
una acción penal será necesario agotar la vía 
administrativa. 

Las dos excepciones a dicho precepto general están 
normadas precisamente en la 2" Disposición Final 
de la Ley General de Propiedad Industrial y en el 

23 .. A1gurw~~o~hl~ran .que est~ségi~en ha. síd() a:~o~a~~ i~#ú~~tá~¡~te ¡;pr 1~ ft~adaid,~g?si~iPhA~ t~ley dé~~~i~~aá 
industrial, N"'$o~ós c()rrsiderattt(}~qíJ.e ~~~~ m~~I'f'retadpn ~~ i~~~a9~a;··del:iidn a qt1~ !fid\~~noWfás n? ti~nenidén1i~o án:tl'ii~o 
de r~gula;~\ón; p(lrJ(}qíJ.e no fi~ ()peradó d~rogac;i9:rtost.tc~~t6rihgrp:i:atWi;~> · ·• • ··· · · · · · · · ···· 
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2~ ····~ll~~·~~··~~n>pi~ci?n.•ili~i~a.········ 
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;8 ~~~~~l~~~f~i~ii··· 
~~ ~~~s~j~~dt~t~. > < 

~~ ~~l~i~ri~t~ii: \ 
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artículo 32 de la Ley de Represión de la Competen­
cia Desleal. Para el inicio de la acción penal por los 
delitos a que hacen referencia tale~ normas, bastará 
con el informe técnico expedido por el INDECOPI. 

Ahora bien, no obstante la claridad de las normas, 
la apreciación de esta temática en la doctrina 
nacional no ha sido integral. Al parecer se viene 
afirmando la existencia de un sólo régimen, sea el 
generaP3 o los de excepción34. 

3.8 De todo esto, el modelo peruano acumula la 
protección administrativa y penal en la tutela de 
bienes jurídicos difusos relacionados con el 9rden 
económico, estableciendo dos tipos de relaciones 
entre ambos medios de control (el régimen general 
y sus dos excepciones). 

Sobre esto último, cabe señalar que no existe una 
razón aparente que justifique este tratamiento 
heterogéneo. Resulta arbitrario señalar que en unos 
casos basta un simple informe técnico del INDE­
COPI, mientras que en otros, sin ser necesariamente 
los más graves, es necesario agotar la vía adminis­
trativa. Este sin sentido sólo evidencia la carencia 
de un criterio legal unificado, coordinado y cohe­
rente sobre esta ternática35. 

Esta situación favorece la ineficiencia del sistema 
de control penal en materia de delitos económicos, 
pués al no existir una adecuada instrumentación 
administrativa, el sistema penal operará aislada­
mente, de modo simbólico, corno un "golpe al va­
cío". 
En buena cuenta, las posíbilidades de reformar y 
sancionar a los delincuentes de cuello blanco, de­
penden directamente de la estructuración de un 
control administrativo efectivo al cual la norma 
penal le sirva de simple refuerzo. La utilidad de la 
protección penal de estos intereses difusos depende 
de la subsidiaridad de la misma. 

4. La intervención previa del INDECOPI es 
un requisito de procedibilidad. 

La exigencia del agotamiento de la vía admi­
nistrativa o de un informe técnico previo al ejercicio 
de la acción penal constituyen lo que la doctrina 
procesal penal denomina «condiciones proce­
sales»36. El estudio de estas condiciones pertenece 
al derecho procesal penaP7

• 

Se conceptualizan corno presupuesto procesales 
legalmente definidod, que deben satisfacerse antes 

3~-. V:é.ase·: pgaz,Jo~~- Der~cho•r~nal «on6mic0, •• En• :._1nvirtí:nd:elet·P~r~--·~sJ•l~~~t·~~.~~s~c~~~-·~~;~.~··~~i~··(~~i~~~r;.•••l~ 
ed.Ed.Apoyo. Lima;1994.)'>g. qll. . . . .. . . . . 
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de ejercer la acción penal. Este es el caso, por ejem­
plo, de la querella penal tratándose de los deno­
minados delitos privados, la autorización para 
proceder fijada en determinados delitos contra la 
libertad sexual, el antejuicio constitucional para los 
efectos Parlamentarios, entre otros ejemplos. 

En este orden de ideas, la inobservancia de una 
condición procesal da lugar a la procedencia de 
las cuestiones previas, las que incluso pueden ser 
declaradas de oficio por el juez38 y tienen como con­
secuencia la declaración de la nulidad de todo lo 
actuado judicialmente. 

IV. LA SALA EN EL BANQUILLO. 

Consideramos que la Sala Penal Superior ha 
cometido dos graves errores : 

l. Confirmó una resolución que declaró fundada 
una cuestión previa de oficio bajo el considerando 
que el delito de publicidad engañosa del artículo 
238 del Código Penal tenía como requisito de 
procedibilidad el agotamiento de la vía adminis­
trativa ante el INDECOPI conforme al artículo 16 
del Decreto Ley 25868. 

Como ya se ha puntualizado, el régimen aplicable 
al artículo 238 de Código Penal es el de la 2" 
Disposición Final de la Ley General de Propiedad 
Industrial o el del artículo 32 de la Ley de Represión 
de la Competencia Desleal. Para ambas regula­
ciones, la condición de procedibilidad a satisfacer 

es el Informe Técnico del INDECOPI y no el agota­
miento de la vía administrativa. 

2. Confirmó una resolución que omitió pronun­
ciarse por el delito de comercio clandestino del 
artículo 272 del Código Penal denunciado por la 
Fiscal Provincial. Conforme al artículo 77 del 
Código de Procedimientos Penales, las únicas 
posibilidades que tenía el Juez, en este extremo, 
eran las de abrir instrucción o denegarla. 

De este modo, los efectos de la cuestión previa 
declarada fundada parecen alcanzar a la per­
secusión de este delito, cuya acción penal, no está 
regida por ninguna condición de procedibilidad. 

V. LOS INTOCABLES. 

Múltiples investigaciones criminológico críticas 
han demostrado la selectividad del sistema puni­
tivo. Así, ha quedado revelado no sólo que existe 
una selección desfavorable a grupos sociales vul­
nerables, sobre quienes recae el peso de la ley penal 
y la etiqueta criminal. También se ha evidenciado 
una selección que, limitando o excluyendo la inter­
vención penal, favorece, a pesar de los graves per­
juicios que causan, a un grupo determinado de la 
sociedad, al que <<casualmente>> pertenecen quienes 
cometen delitos económicos. Los delincuentes 
económicos o de "cuello blanco" se sirven de todos 
los mecanismos extra-legales y legales del sistema 
tales como: las alternativas a la pena privativa de 
la libertad (condena condicional, conversión de 
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penas, exención de pena, reserva del fallo condena­
torio, principio de oportunidad, cuestiones previas 
y prejudiciales, excepciones, etc). El sistema parece 
estar ideado para mantenerlos «intocables». 

La actual relación entre la intervención ad­
ministrativa del INDECOPI y la persecusión de la 
delincuencia de cuello blanco favorece este estado 
de impunidad. Es un «modelo para desarmar». 

VI. ANEXO : COMO ABSOL VIO LA CO­
MISION DE PROTECCION AL CON­
SUMIDOR. 

EXPEDIENTE N" S-93-C.P.C. 

Denunciante : COMISION DE PROTECCION 
AL CONSUMIDOR 
Denunciado : E. WONG S.A. 
Resolución N" : 6 

Lima, siete de julio de 1993. 

VISTOS: La resolución del doce de abril del 
presente año y los escritos de la empresa 
denunciada de fechas 23 de abril, 11 y 20 de mayo 
del presente que corren a fojas tres, veintisiete, 
treintiocho y cuarentidos respectivamente, y 

CONSIDERANDO: 

1) Que de acuerdo al artículo 23 de la Ley del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia 
y de la Protección de la Propiedad Intelectual 
(Decreto Ley N" 2S868), la Comisión de Protección 
al Consumidor es la encargada de velar por el 
cumplimiento de la Ley de Protección al Consu­
midor (Decreto Legislativo N" 716) ; 

2) Que, es misión de ésta Comisión brindar 
protección efectiva a los consumidores. En tal 
sentido, la Ley de Protección al Consumidor y 
demás normas aplicables deben ser interpretadas 
a la luz de dicho fin. 

3) Que, si bien el artículo 7 del Decreto Legislativo 
N" 716 señala que los proveedores están obligados 
a cumplir las normas de seguridad, calidad y 
rotulado, estas normas sólo deben ser aplicadas 
por la Comisión cuando tengan como función y 
objetivo proteger a los consumidores; 

4) Que, las normas de rotulado dirigidas a proteger 
al consumidor son aquellas que desarrollan o 
reglamentan el artículo S, inciso b) del Decreto 
Legislativo N" 716, es decir las disposiciones cuyo 
cumplimiento permite suministrar al consumidor 
« .. .la información necesaria para tomar una deci-

sión o realizar una elección adecuadamente infor­
mada en la adquisición de productos o servicios, 
así como para efectuar un uso o consumo adecua­
do de los productos o servicios>>; 

S) Que, según el tenor del artículo S.5.2 de la 
Norma Metrológica Nacional PE-009-ITINTEC, 
aprobada por Resolución del Consejo Directivo N" 
060-92/CDI-ITINTEC, «En todo producto impor­
tado deberá indicarse, en un lugar visible del 
rótulo, el país de origen del producto envasado. 
Cuando el producto no ha sufrido modificación 
en su naturaleza y ha sido envasado en el Perú, 
deberá indicar, además del país de origen, la frase 
«ENVASADO EN EL PERU>> 

6) Que, la exigencia del artículo S.5.2 de la norma 
metrológica PE-009-ITINTEC, en el caso espe­
cífico del azúcar, no guarda relación con la in­
formación necesaria a la que tiene dereccho todo 
consumidor para la adquisición y consumo 
adecuado de un producto ya que la indicación del 
lugar de origen no es un elemento esencial o 
determinante en la decisión de adquirirla o 
consumirla; 

7) Que, en consecuencia, en el caso de autos la 
Comisión no aprecia ni identifica qué perjuicio 
puede generarse a un consumidor por la omisión 
de de la información señalada en el rótulo del 
producto, ni la afectación de ningún derecho cuya 
tutela se encuentre dentro del ámbito de su 
competencia; 

8) Que, por el contrario, la Comisión si identifica 
perjuicios que se pueden ocasionar al consumidor 
por la exigencia de la inclusión de dicha infor­
mación en el rótulo del producto, tales como un 
incremento en el precio del producto a con­
secuencia del traslado que todo proveedor hace al 
consumidor de los costos de producción en los que 
tiene que incurrir, siendo uno de ellos el de ro­
tulado, o una limitación de entrada de productos 
al mercado que pueden derivar en una menor 
cantidad de opciones a los consumidores como 
consecuencia de la limitación a la importación o 
producción de bienes que no cumplen con tal 
requisito, violándose en tal supuesto, de manera 
evidente, el derecho de los consumidores a acceder 
a una variedad de productos y servicios valo­
rativamente competitivos que les permitan 
libremente elegir lo que deseen, derecho consa­
grado en el artículo 3 inciso d) del Decreto 
Legislativo N" 716; 

9) Que, por lo tanto, la norma de rotulado mencio­
nada tiene funciones distintas a la protección de 
los derechos de los consumidores y que, en 
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consecuencia no se encuentra dentro de los alcances 
de los preceptuado en el artículo 7 del Decreto 
Legislativo N" 716; 

10) Que, adiconalmente, el artículo 2 del Decreto 
Legislativo No. 716 señala que la protección al 
consumidor se desarrolla en el marco del sistema 
de economía de mercado establecido en el artículo 
115 de la Constitución Política, lo que implica que 
la intervención de la Comisión no debe en ningún 
supuesto afectar los mecanismos de funcio­
namiento del mercado, sino por el contrario 
garantizarlos; · 

11) Que, tampoco resulta de aplicación el artículo 
238 del Código Penal citado en el atestado policial, 
cuya copia fotostática corre a fojas once, pues no 
se ha producido niguna información falsa sobre la 
naturaleza, composición, virtudes o cualidades sus­
tanciales de los productos o servicios anunciados 
capaz de producir confusión de ningún tipo en el 
consumidor, por lo que no es procedente el inicio 

de un procedimiento penaP9
; 

La Comisión de Protección al Consumidor, en su 
sesión del día siete de julio del presente año, HA 
RESUELTO: 

1) Declarar INFUNDADA la acción de oficio ini­
ciada contra E. WONG S.A. por presunta infracción 
a las normas de rotulado en el envasado de azúcar; 

2) Dejar sin efecto la inmovilización del azúcar 
envasada materia del presente procedimiento. 

3) Ordenar la publicación de la presente resolución 
en el Diario Oficial «El Peruano>> una vez que haya 
quedado consentida. 
Firmas: 

Dr. Hugo Morote 
Dr. Hugo Fomo 
Eco. Gabriel Ortiz de Zevalllos 
Dr. Alfredo Bullard 
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